	Fecha
	14 de octubre de 1963
	Sesión número
	57

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ANTONIO DA LUZ DE JESÚS

	Recurrido: DIRECTOR DE LA GUARDIA CIVIL

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que es dueño de la tercera parte de las acciones de la sociedad Hermanos Da Luz Limitada, propietaria de la Pensión Americana, y siendo también gerente con facultades de apoderado generalísimo, solicitó a la Guardia Civil que se sirviera ordenar y ejecutar el desalojo de la señora María de los Ángeles Corrales Ugalde, fundada su pretensión en el artículo 691 del Código de Procedimientos Civiles.  Que a dos oficiales de Radio Patrulla se les encargó la comisión de desalojo, con instrucciones de los superiores, pero ellos no han procedido. Que envió nota de reclamo al Oficial Mayor de Seguridad Pública y no recibió respuesta. Alega violación de los artículos 27 y 41 de la Constitución Política.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que ante las dudas del caso lo llevó a consulta de la Procuraduría General de la República, que los llevó a la convicción de que se debía entablar un juicio ordinario de desahucio, y que de proceder conforme lo solicitado por el recurrente, habrían incurrido en violación de derechos cedidos. Que queda a la espera la indicación de la Corte Plena sobre el camino a seguir para dar inmediato cumplimiento a sus órdenes.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. El Director General de la Guardia Civil dio los pasos correspondientes con respecto a la solicitud del recurrente con anterioridad al planteamiento del recurso. La diligencia respectiva no se realizó, porque la autoridad administrativa tropezó con un problema relativo a mejor derecho de las partes, el cual no podía por sí misma resolver dentro de sus facultades legales. Los Magistrados Quirós, Ramírez, Jacobo, Trejos, Fernández y Coto fundamentan su voto.


N° 57
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del día catorce de octubre de mil novecientos sesenta y tres, con asistencia de los señores Magistrados Baudrit, Presidente; Quirós, Ramírez, Calzada, Ávila, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Fernández, Jugo y el suplente Guido Matamoros.
Artículo VI
Se conoció del recurso de Amparo interpuesto por Antonio Da Luz de Jesús contra el señor Director de la Guardia Civil, en el cual el recurrente alega: “1.- Como socio dueño de la tercera parte de las acciones de la sociedad debidamente inscrita Hermanos Da Luz Limitada de aquí, propietaria de la Pensión Americana, y siendo también gerente con facultades de apoderado generalísimo, solicité ante la Guardia Civil que se sirvieran ordenar y ejecutar el desalojo de la señora María de los Ángeles Corrales Ugalde, fundada mi pretensión en la norma 691 del Código de Procedimientos Civiles.  Ante la Dirección de la Guardia Civil presenté un extenso memorial explicativo con las certificaciones necesarias.  Como la sociedad tiene 3 gerentes, 2 hermanos míos y yo, y mis hermanos están fuera del país, el único personero de la sociedad era yo, el único gerente era yo, el único en Costa Rica era yo.  La señora Corrales estaba allí en el Hotel diciéndole a todo el mundo que ella era la dueña.  Estaba allí de hecho disponiendo de todo porque su esposo, hermano mío, salió intempestivamente del país dejando todo en manos de ella. 2.  A mi gestión formal se le dio  curso en la Guardia Civil, y precisamente, el día 5 de este mes, mismo día de la presentación, se me envió copia de la nota de consulta que enviaba el señor Director General de la Guardia Civil a la Procuraduría General de la República.  Deseaba saber el alto funcionario de la Policía, si podía o no proceder conforme se le había pedido.  Tengo sabido que la Procuraduría dio respuesta favorable y manifestó que mi gestión estaba arreglada a derecho y que debía proceder la Guardia al desalojo.- 3.  A pesar de la opinión de la Procuraduría, no se procedió al desalojo de la señora Corrales que aún permanece allí en el comercio propiedad de la entidad que yo represento.  4. Junto con la solicitud original presentada ante la Dirección General de la Guardia Civil envié certificaciones del Registro Público pertinentes: a) Personería mía como gerente; b) certificación literal de los estatutos y del Acta Constitutiva para probar que la sociedad había adquirido la Pensión Americana.  De allí me mandaron a conversar con el señor Oficial Mayor de Seguridad Pública, don Eduardo Enrique Arana Webb que es Coronel de la Guardia Civil y si mal no recuerdo en esos días tenía recargadas las funciones de Director de la Guardia Civil. El Coronel Arana me rogó que completara las certificaciones aportando una para probar que los gerentes no habían otorgado poder a otras personas.  También acompañé una certificación para comprobar que mi hermano, también gerente, ausente, había dado poder personal a su esposa la señora Corrales únicamente, que no ostentaba poder de la sociedad que yo represento.  Se me dijo allí que en lo que se refería a la salida del país de los otros dos gerentes, mis hermanos, como allí constaba esa circunstancia, se comprobaría fácilmente.  Tengo entendido que intervinieron además de los dichos funcionarios públicos, el señor Ministro de Seguridad a quien se consultó el punto, y el señor Asesor Legal del Ministerio don Mario Escribano, habiendo estado todos de acuerdo con mi gestión. 5.  A dos oficiales de Radio Patrulla se les encargó la comisión, con instrucciones de los superiores, pero ellos no han procedido conforme a derecho y aún permanece la señora en la Pensión, de hecho, como si fuera la dueña.  6.  Así las cosas, y sintiendo que se me estaba perjudicando, envié nota de reclamo al señor Oficial Mayor de Seguridad Pública por haber sido informado que era dicho funcionario quien ejercía, por recargo, la Dirección General de la Guardia Civil.  Copia de dicha nota envié al señor Ministro de Seguridad Pública, al señor Secretario Ejecutivo de la Dirección de la Guardia Civil don Paulino Castro, y al señor Asesor Legal de Seguridad Pública.  Esperé pacientemente alguna respuesta, pero la misma no llegó.  Traté de conversar con alguno de ellos pero me fue imposible hacerlo. 7. Hace seis días envié nueva nota de reclamo preguntando sobre el resultado de mis gestiones, pero ni siquiera he recibido un acuse de recibo.  8. Así las cosas, vengo a promover este recurso de amparo con fundamento en lo dispuesto por la Constitución Política y el la Ley N° 1161 del 2 de junio de 1950, pues considero que ha sido violado por la Dirección General de la Guardia Civil, en mi perjuicio, el artículo 27 de nuestra Carta Magna, pues al pedir el amparo de la ley ante el funcionario que correspondía no he obtenido pronta resolución.  La violación del número 41 de nuestro Código Político también ha sido manifiesta. 9. Le ruego pedir informes a la Dirección de la Guardia Civil a donde se pedirá el envío del expediente en donde consta mi solicitud así como las providencias tomadas.  Si dirá en la resolución que el envío deberá hacerse dentro de las 24 horas siguientes acompañado de un informe sobre el punto.  Solicito además que se pidan informes sobre la personas que han tenido a su cargo la Dirección de la Guardia Civil desde el día 5 de este mes, fecha de mi solicitud original, hasta la fecha de hoy. 10. Una vez instruido este asunto, y averiguada que sea la verdad, se resolverá de acuerdo con lo dispuesto por el artículo 16 de la Ley de Amparo.”

El señor Director de la Guardia Civil, rindió el siguiente informe: “Me permito contestar a Ud. su atento oficio N° 3573 del 1° de octubre actual en el que me comunica el recurso de amparo establecido por el señor Antonio Da Luz de Jesús contra este servidor, aduciendo infracción a los artículos 27 y 41 de la Constitución Política.  Al respecto y en la forma más respetuosa le informo que ante las dudas del caso presentado por el señor Da luz de Jesús, llevamos el mismo a consulta de la Procuraduría General de la República, la que conforme pronunciamiento que acompaño, dice “Si la Guardia Civil llega al convencimiento de lo que se expresa etc…” nos llevó a la convicción de que se debía entablar un juicio ordinario de desahucio, ya que los Poderes Generalísimos otorgados a la señora María de los Ángeles Corrales Ugalde por su esposo José de Franca da Luz, Co-Gerente de la Sociedad, son tan amplios, que de proceder conforme lo solicitado por el recurrente, habríamos incurrido en violación de derechos cedidos. (Facultades de apoderado generalísimo, - según certificación de la escritura constitutiva que se acompaña). Esta Dirección no siendo Tribunal y ante la poca claridad del caso aun con el asesoramiento de la Procuraduría General, espera la indicación del camino a seguir del más Alto Tribunal de Justicia del país para dar inmediato cumplimiento a sus órdenes.”

Previa discusión, se dispuso declarar sin lugar el recurso, por las razones que a continuación se indican: Expresa el recurrente que considera que ha sido violado por la Dirección de la Guardia Civil, en su perjuicio, el artículo 27 de la Carta Magna pues al pedir el amparo de la ley ante el funcionario que correspondía no ha obtenido pronta resolución.  Que la violación del número 41 del Código Político también ha sido manifiesta.  No ha podido existir violación del artículo 27 de la Carta Política, que cita el recurrente y que garantiza la libertad de petición en forma individual o colectiva, ante cualquier funcionario público o entidad oficial, y el derecho de obtener pronta resolución, porque de los propios términos de la nota de la autoridad de quien se recurre, visible al folio 4 de estas diligencias, consta, que rindió su informe dentro del término respectivo; además, puede observarse que el Director General de la Guardia Civil dio los pasos correspondientes con respecto a la solicitud que ante él promovió don Antonio Da Luz de Jesús, con anterioridad al planteamiento del recurso, como puede verde del oficio de fecha 13 de setiembre que le envió el Procurador Civil al citado funcionario, en respuesta a una consulta que éste le hizo en nota del 5 del mismo mes en cuanto a si procedían o no los servicios de la Guardia Civil, respecto al desalojo de la señora María de los Ángeles Corrales Ugalde, con prescindencia del juicio de desahucio correspondiente.

No ha habido tampoco violación del artículo 41 de la Constitución Política, como se alega en el recurso, por cuanto de lo actuado no se desprende, en forma alguna que haya habido negligencia o falta de atención por parte del Director de la Guardia Civil, y en perjuicio del recurrente, ya que dicho funcionario trató de llevar a efecto lo pedido por quien recurre, como consta del informe fechado el 16 de setiembre último, dirigido al Secretario Ejecutivo del Ministerio de Seguridad Pública, por el Primer Comandante de la Compañía de Radio Patrullas, señor Rodolfo Espinoza Vindas, y del cual se ve que la diligencia respectiva no se realizó, en definitiva, porque la autoridad administrativa tropezó con un problema relativo a mejor derecho de las partes, el cual no podía por sí misma resolver dentro de sus facultades legales.


Los Magistrados Quirós, Ramírez, Jacobo, Trejos, Fernández y Coto, votaron en igual sentido, pero con base en las siguientes razones:

El derecho de petición que establece el artículo 27 de la Constitución Política, como también el de obtener justicia pronta y cumplida que consagra el artículo 41, deben ejercitarse de conformidad con las leyes de procedimiento y ante el órgano que tenga competencia para resolver la cuestión planteada, pues si no se sigue el camino que la ley indica y no se gestiona ante la autoridad que corresponda, ello valdrá igual que gestionar sin tener derecho o sin demostrarlo.


En el presente caso el señor Antonio Da Luz de Jesús pretende conseguir el desalojamiento de la señora María de los Ángeles Corrales Ugalde, quien ocupa la “Pensión Americana”, y con ese propósito se dirigió a las autoridades de policía, invocando la regla del artículo 691, párrafo 2° del Código de Procedimientos Civiles.  La solicitud fue denegada por el Director de la Guardia Civil, por considerar que se está en presencia de un problema que debe ventilarse ante los Tribunales.  Esa apreciación es correcta, al menos lo es hasta donde esta Corte puede determinarlo con examen del recurso, pues los hechos que alega el recurrente no dan base para afirmar que el caso se rija  por lo que dispone el expresado párrafo 2° del artículo 691 del Código de Procedimientos Civiles.  En esas circunstancias no cabe duda de que realmente el Director de la Guardia Civil actuó con toda prudencia y sana razón al negarse a practicar el desalojamiento, pues de lo contrario más bien podría haber incurrido en responsabilidad por abuso de sus atribuciones legales.  Todo lo expuesto obliga a rechazar el recurso, debiendo el interesado hacer valer sus derechos en la vía y forma que correspondan.


